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 Vistos los autos: “Cañete, Carlos Eusebio y otro s/ 

incidente de recurso extraordinario”. 

 Considerando: 

  1°) Que la Sala 2 de la Cámara Nacional de Casación 

en lo Criminal y Correccional que, en lo que aquí interesa, al 

hacer lugar parcialmente al recurso de casación deducido por 

Carlos Eusebio Cañete, confirmó su condena como coautor del 

delito de homicidio en ocasión de robo (artículo 165 del Código 

Penal) y al eliminar la agravante del artículo 41 bis del Código 

Penal, le impuso la pena de once años de prisión y la pena única 

de trece años de prisión. 

  Contra dicha decisión, la defensa oficial de Cañete 

dedujo recurso extraordinario federal que fue concedido con 

relación a la “falta de confirmación de una mayoría de votos 

concordantes sobre la interpretación y alcance del artículo 165 

del Código Penal. Lo cual, según se alega, sería violatorio del 

derecho de defensa en juicio (artículo 18 de la Constitución 

Nacional)” (cf. fs. 20 del incidente de recurso extraordinario). 

  2°) Que para una adecuada comprensión del planteo, 

corresponde destacar que Cañete había sido condenado como autor 

del delito de homicidio en ocasión de robo y cuestionó, ante la 

instancia casatoria, dicha calificación sosteniendo que no 

estaba probado el aspecto subjetivo del tipo -dolo- (cf. fs. 6/6 

vta.). 
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  La Cámara Nacional de Casación confirmó la 

calificación legal que fuera adoptada por el tribunal oral al 

pronunciarse -artículo 165 del Código Penal-. No obstante y 

mientras el tribunal de juicio había atribuido la muerte por 

considerarla cometida con “dolo eventual”, el recurrente 

denunció que “la concordancia de votos que se han expedido para 

confirmar la condena ha recaído solo en lo relativo al aspecto 

dispositivo de la decisión:… que cabía confirmar la condena del 

tribunal de debate en cuanto al encuadre legal. No hay, sin 

embargo, una opinión que explique cómo la prueba recogida en el 

debate y el razonamiento que expuso el tribunal de juicio para 

valorarla permiten concluir que hubo dolo, extremo sobre el cual 

se había solicitado revisión en tanto era la base de la 

imputación sostenida en la condena. Los únicos… jueces que 

revisaron los argumentos del Tribunal y la prueba producida 

sobre la existencia del dolo… arribaron a soluciones 

contrapuestas” (cf. fs. 14 del legajo del extraordinario).    

  3°) Que el recurso extraordinario deducido resulta 

formalmente admisible ya que se interpone contra la sentencia 

definitiva del superior tribunal de la causa y si bien el modo 

de emitir el voto de los tribunales colegiados y lo atinente a 

las formalidades de las sentencias son cuestiones de naturaleza 

procesal y ajenas, en principio, a la apelación del artículo 14 

de la ley 48, cabe hacer excepción cuando el alegado vicio 

procedimental afecta la certeza jurídica de las sentencias, 

entendida como expresión final del derecho a la jurisdicción, 
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así como el amparo del debido proceso legal y del derecho de 

defensa en juicio, todos ellos consagrados en el artículo 18 de 

nuestra Constitución Nacional. 

  4°) Que el principio constitucional de racionalidad 

de los actos de gobierno, inherente a la forma republicana de 

gobierno adoptada en el artículo 1° de la Constitución Nacional, 

exige que todo acto estatal deba tener una explicación racional 

y obliga a los magistrados del Poder Judicial a dar a conocer 

las razones de sus decisiones. 

  En materia de pronunciamientos judiciales y en 

concordancia con lo expresado, esta Corte ha afirmado que “…la 

exigencia de motivación de la sentencia de los jueces 

profesionales fue concebida originalmente como un modo de 

compensar la debilidad institucional y la falta de garantías 

políticas de estos magistrados respecto de los jurados 

populares. Así, la fundamentación explícita encuentra su razón 

de ser en la obligación de los jueces, como representantes del 

pueblo -no electivos- en el ejercicio de un poder del Estado, de 

rendir cuentas de sus decisiones…” (causa “Canales”, Fallos: 

342:697, voto de los jueces Maqueda y Lorenzetti, considerando 

19 y voto del juez Rosatti, considerando 12). 

  Así, en los sistemas judiciales de magistratura 

profesional, la adecuada prestación del servicio de justicia 

supone que el justiciable pueda conocer de manera acabada, 

explícita y sencilla las razones por las cuales se decidió el 
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caso que lo involucra, máxime cuando la sentencia contraría su 

pretensión.  

  En el caso de los tribunales pluripersonales, este 

deber general de los jueces profesionales importa la necesidad 

de asegurar una clara y explícita mayoría sustancial de 

fundamentos en sus decisiones. De lo contrario, se corre el 

riesgo de incurrir en el absurdo de suponer que, para impugnar, 

sean las partes del proceso quienes deban escoger cualquiera de 

los fundamentos de los votos individuales que confluyeron en la 

decisión, es decir, que sea el propio recurrente quien le 

atribuya al pronunciamiento un fundamento que aquel, como tal, 

no tuvo.   

  5°) Que, en modo acorde con esa inteligencia, desde 

antiguo se ha sostenido en la jurisprudencia del Tribunal que 

las sentencias judiciales deben constituir -como requisito de 

validez- una derivación razonada del derecho vigente conforme a 

las circunstancias comprobadas de la causa (Fallos: 318:871; 

341:98; 331:1090, y muchos otros). 

  Luego, esta Corte Suprema ha precisado que toda 

sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte 

dispositiva es la conclusión necesaria, por derivación razonada, 

del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado 

en sus fundamentos (Fallos: 312:1058; 313:475; 316:609; 

326:1885; 332:943; 334:490; 339:873).  
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  Ello así, pues las sentencias de los tribunales 

colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria 

de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino 

como el producto de un intercambio racional de ideas entre ellos 

(Fallos: 308:2188, voto del juez Petracchi; 312:1500; 326:1885; 

329:4078; 334:490; 338:693; CSJ 141/2010 (46-E)/CS1 “Eraso, Raúl 

Alfredo y otro s/ causa n° 8264”, sentencia del 18 de diciembre 

de 2012; CSJ 69/2014 (50-D)/CS1 “Di Rocco Vanella, Daniel 

Federico y otro s/ causa n° 16.256”, sentencia del 4 de 

noviembre de 2014; CSJ 4359/2014/CS1 “Petty, Luis Guillermo y 

otro s/ falsificación de documentos públicos”, sentencia del 2 

de junio de 2015; CSJ 4139/2014/RH1 “Villalba Martínez, María 

Gloria y otro s/ infracción ley 23.737 (art. 29)”, sentencia del 

9 de agosto de 2016, entre otros).  

  De tal modo, la ausencia de coincidencia sustancial 

de fundamentos por la mayoría absoluta de las opiniones vacía al 

decisorio de toda fundamentación, puesto que no habría razón 

valedera para optar por un voto u otro al momento de apreciar 

cuál ha sido el presupuesto en que se basó la decisión apelada 

(Fallos: 312:1058; 326:1885).  

  En esa misma línea, se entendió que una sentencia 

cuenta con mayoría aparente, si en realidad se sustenta en votos 

que no guardan entre sí la mínima concordancia lógica y 

argumental requerida a los fallos judiciales (Fallos: 316:1991) 

o aquellos con fundamentos normativos discordantes que, además, 

carecen de un análisis razonado y acorde de los problemas 
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conducentes para la correcta dilucidación del pleito, en tanto 

ello lesiona el derecho de defensa en juicio (Fallos: 312:1500).  

  6°) Que recientemente este Tribunal ha reiterado la 

premisa según la cual la sentencia judicial debe ser un todo 

indivisible, demostrativo de una unidad lógico-jurídica, en la 

cual la validez y los alcances de la decisión dependen también 

de las motivaciones que la fundan. Por su parte, también ha 

precisado que a la hora de examinar la existencia de una mayoría 

sustancial de fundamentos que ponga de manifiesto la voluntad de 

un tribunal colegiado, no cabe atenerse a un criterio puramente 

formalista que permita tenerla por configurada con opiniones 

formalmente concurrentes que coinciden en la parte dispositiva. 

Sin que ello implique adoptar una postura que exija que las 

opiniones de cada uno de los miembros del tribunal resulten 

idénticas para poder tener por configurada la mayoría necesaria, 

toda vez que ello no se condice con la naturaleza plural y 

deliberativa de esta clase de tribunales (cf. respectivamente, 

“Municipalidad de La Matanza”, Fallos: 342:2183 y sus citas; y 

Fallos: 341:1466, voto de la mayoría, considerando 3°; voto del 

juez Rosatti, considerando 6°).   

  7°) Que allende el respeto por las opiniones 

individuales y las disidencias, los magistrados que conforman 

los tribunales colegiados deben asegurar que su deliberación 

arribe -cuanto menos- a un acuerdo mayoritario sobre un mínimo 

de razones comunes que constituyan el fundamento lógico y 

jurídico del fallo. Sobre esa comunidad sustancial de razones se 
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erige la sentencia, que representa la voluntad del tribunal como 

órgano colectivo, la cual debe identificarse con la voluntad de 

la mayoría de sus miembros, en ausencia de unanimidad. Dicho de 

otro modo: no basta con el nudo imperio del tribunal ejercido 

concretamente en la parte dispositiva para dar validez y fijar 

los alcances de un pronunciamiento si este se asienta en 

motivaciones lógicamente desconectadas y/o sustantivamente 

inconciliables. 

  8°) Que la responsabilidad de juzgar las cuestiones 

sometidas a su conocimiento impone a los magistrados la 

obligación de pronunciarse sobre todos aquellos puntos 

comprendidos en el pleito que resulten conducentes a su 

decisión, es decir, aquellas cuestiones que se estimen 

necesarias para el dictado de la sentencia (Fallos: 339:1530; 

339:635, entre muchos otros). 

  En definitiva, la conformación de un acuerdo 

mayoritario que idóneamente exprese el razonamiento lógico 

seguido para arribar a la solución del caso, constituye un deber 

propio de los magistrados que componen este tipo de tribunales 

colegiados, dirigido a cumplir con la obligación genérica de 

resolver, en forma válida, las cuestiones sometidas a su 

conocimiento.   

  9°) Que, teniendo en cuenta lo antecedentemente 

expuesto, esta Corte entiende que asiste razón al recurrente en 

cuanto plantea que -en el caso- se confirmó la sentencia 
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condenatoria sin mediar una real mayoría de fundamentos en punto 

a la atribución dolosa de la muerte a su pupilo, que es lo que 

el fallo impugnado convalidó.  

  Esto por cuanto, al tratar el agravio de la parte 

referida a la calificación del hecho bajo la figura prevista en 

el artículo 165 del Código Penal: i) el juez que votó en primer 

término consideró acreditado en el caso el dolo eventual, por 

entender que el imputado había podido prever la muerte como el 

resultado de sus actos; ii) el juez que votó en segundo término 

consideró que el agravio de la parte era irrelevante, en tanto 

la figura penal aplicable al caso -homicidio en ocasión de robo- 

admitía tanto la actuación dolosa como culposa y que, mientras 

se produjera el resultado, era indistinta la motivación para la 

consumación del homicidio cometido en el curso del robo.   

  Por su parte, el tercer vocal que votó en disidencia, 

descartó la aplicación del citado tipo penal, entendió que la 

muerte debía ser atribuida a título culposo y que el hecho debía 

calificarse como homicidio culposo en concurso real con robo con 

arma de fuego (artículos 84, 166, inc. 2°, y 55 del Código 

Penal). 

  Así las cosas, el análisis de los votos que terminan 

confirmando la condena por el delito de homicidio en ocasión de 

robo no evidencia una concordancia sustancial de opiniones 

dirimentes en las que se funde la decisión adoptada. En otras 

palabras: no ha existido una mayoría real de sus integrantes que 
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sustente las conclusiones del pronunciamiento (Fallos: 302:320; 

305:2218; 312:1500; 313:475; 321:1653; 326:1885; 332:1663; 

334:490). 

  10) Que de todo lo expuesto se deduce que la 

sentencia recurrida no ha sido adoptada con mayoría sustancial 

de argumentos, requisito indispensable para su validez, por lo 

que resulta admisible la tacha de arbitrariedad y corresponde 

hacer lugar a su descalificación.  

 Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y 

se revoca la sentencia apelada. Vuelvan los autos al tribunal de 

origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo 

pronunciamiento con arreglo al presente. Notifíquese y remítase. 
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Recurso extraordinario interpuesto por Carlos Eusebio Cañete, asistido por la 
Dra. María Florencia Hegglin, Defensora Pública Oficial ante la Cámara 
Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional. 

Tribunal de origen: Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional, 
Sala 2. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Tribunal Oral en lo Criminal y 
Correccional n° 12.  
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